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DERECHO DE PETICIÓN / DEBER DE DAR RESPUESTA OPORTUNA, CLARA, COMPLETA, DE FONDO Y CONGRUENTE. [D]e acuerdo con la respuesta emitida por la Policía Nacional a la presente demanda de tutela, la Sala evidencia que pese a las gestiones que dicha institución ha realizado tendientes a resolver las cuestiones planteadas por la señora González en su escrito de modificación de calificación de la muerte de su esposo, S.I. Bedoya Muñetón, en el expediente no obra prueba alguna que permita inferir que a la accionante o a su apoderado judicial se le hubiera informado sobre las actuaciones emprendidas y los resultados de las  mismas para absolver la petición del 8 de octubre de 2016, lo que significa que el silencio de la entidad es una omisión que constituye una vulneración del derecho de petición. Así las cosas, no bastaba con que la respuesta al requerimiento de la señora González se hubiera puesto en conocimiento de esta Sala, ya que para que se materialice el derecho de petición es necesario que la decisión que tome la administración, en uno u otro sentido, debe ser comunicada oportunamente al particular, por ser el único interesado en la respuesta buscada. De esta manera, ha dicho la jurisprudencia, la información que se da al juez de tutela no constituye respuesta efectiva a la petición del particular.
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TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL DE PEREIRA - RISARALDA


SALA DE DECISION PENAL 
M.P. JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Pereira, cuatro (4) de mayo de dos mil diecisiete (2017)
Proyecto aprobado por Acta No. 0403
Hora: 3:40 p.m.
1. ASUNTO A DECIDIR
La Sala decide en primera instancia lo concerniente a la acción de tutela interpuesta por el abogado José Walther Patiño Aguirre, apoderado judicial de la señora Taihana Andrea González, en contra del Director General y Subdirector General, ambos de la Policía Nacional, por considerar vulnerados los derechos fundamentales de petición, debido proceso, mínimo vital y seguridad social de su mandante.
2. RESUMEN DE LOS HECHOS
2.1. La señora Taihana Andrea González estaba casada con el señor León Darío Bedoya Muñetón, quienes procrearon tres hijos que en la actualidad son menores de edad.  

El señor Bedoya Muñetón, Subintendente de la Policía Nacional, fue asesinado el 18 de junio de 2016 en la casa de su suegra en la ciudad de Medellín y su muerte fue calificada mediante el informe administrativo No.201 del 8 de julio de 2016 como “muerte en simple  actividad”, lo que llevó a la accionante el 8 de octubre de 2016 a solicitar ante la Policía Nacional que se modificara dicha calificación en atención a que existen pruebas que acreditan que el señor Bedoya Muñetón al momento de su deceso, estaba cobijado con medidas internas de seguridad especiales derivadas de análisis de riesgo y denuncias desde el año 2013 y que guardaban relación con amenazas recibidas por la accionante y su esposo por cuanto este era el investigador líder de un proceso que se llevaba en contra de una banda delincuencial que operaba en la ciudad de Pereira.  

Mediante la Resolución No.01200 del 30 de septiembre de 2016 la Subdirección General de la Policía Nacional reconoció y ordenó pagar la pensión de sobrevivientes a los beneficiarios del Subintendente Bedoya Muñetón, señora Taihana Andrea González y a sus tres hijos, considerando en dicho acto administrativo que la muerte del uniformado se produjo en simple actividad. En contra de dicha decisión, el 3 de noviembre de 2016 la señora González interpuso el recurso de reposición y en subsidio el de apelación; además, solicitó que se revocara la misma y se emitiera un nuevo acto administrativo en el que se determinara que la muerte de su esposo se dio “como consecuencia de la acción del enemigo” y como consecuencia de ello, se reconozcan y paguen las partidas correspondientes a la mesada pensional e indemnización correspondientes.

Señaló el apoderado judicial de la señora González que la entidad accionada no ha dado respuesta a su mandante a la petición del 6 de octubre de 2016 con respecto a la modificación de calificación antes aludida ni sobre los recursos interpuestos en contra de la Resolución No.01200 de 2016. Además, que la señora González y sus hijos de 5, 10 y 12 años de edad, desde la muerte del señor Bedoya Muñetón han subsistido por la solidaridad familiar y de allegados, por lo que atraviesan una situación económica muy difícil, ante la carencia de ingresos que le permiten llevar una vida digna.
2.2. Por lo anterior, solicitó que se ordene al Director General de la Policía Nacional y/o  Subdirector General de la misma institución, o a quienes hagan sus veces, lo siguiente: i) resolver de manera expresa, de fondo, clara, precisa y congruente la solicitud modificador de la calificación por muerte del señor Bedoya Muñetón contenida informe administrativo No.201/2016; ii) resolver los recursos interpuestos en contra de la Resolución No.01200 de 2016 por medio de la cual se reconoció la pensión de sobrevivientes a los beneficiarios del señor Bedoya Muñetón; iii) resolver los anteriores numerales respetando los derechos fundamentales al debido proceso y al principio de solidaridad, teniendo en cuenta las pruebas que se han allegado, con fundamento en lo dispuesto en el artículo 70 de la Ley 1091 de 1995 calificando la muerte del señor Bedoya Muñetón como consecuencia de la acción del enemigo y en tal virtud, se apliquen todos los efectos legales, reglamentarios  e institucionales derivados de dicha calificación y iv) que una vez se decidan las anteriores solicitudes, de manera inmediata se dispongan los pagos que corresponden a la señora Taihana Andrea González y a sus tres hijos, en virtud a sus derechos y condición de desprotección en calidad de madre cabeza de familia y de menores edad, quienes dependían económicamente del S.I. Bedoya Muñetón.

2.3. Se tuvieron en cuenta las pruebas allegadas a folios 16 al 121.
2.4.  Mediante auto del 20 de abril de 2017 la Sala avocó el conocimiento de la presente acción y ordenó correr traslado de la misma a los accionados y vincular oficiosamente al Ministerio de Defensa Nacional y al Director de Investigación Criminal e INTERPOL de la Policía Nacional.  Así mismo, se negaron los testimonios solicitados por el abogado de la accionante por las razones allí consideradas (folio 124).
3. SÍNTESIS DE LA RESPUESTA A LA DEMANDA DE TUTELA
3.1.  POLICÍA NACIONAL – JEFATURA GRUPO PENSIONADOS

Se refirió a cada uno de los hechos expuestos por la parte actora, para confirmar que la señora González presentó el 8 de octubre de 2016 una solicitud de modificación a la calificación de muerte determinada al Subintendente Bedoya Muñetón, la cual fue remitida junto con informe No.201 de 2016 al Área de Prestaciones Sociales en cumplimento a la Directiva Administrativa Permanente, la que ya fue tramitada y a la fecha se encuentra en el proceso de notificación a la accionante.
Puso en conocimiento que la Resolución No.01200 del 30 de septiembre de 2016 por la cual se reconoció  pensión de sobrevivientes y compensación por muerte a beneficiarios de S.I. León Darío Bedoya Muñetón fue comunicada a la señora González el 24 de octubre de 2016.

Señaló que al Área de Prestaciones Sociales no le consta el estudio de seguridad practicado al señor Bedoya Muñetón, pese a que no se desconoce el oficio por medio del cual el Comandante de la Policía Metropolitana de Pereira informó que verificado el archivo de gestión del Grupo de Protección a Personas es instalaciones de esa unidad, se evidenció que al señor Bedoya Muñetón se le había adelantado un estudio de nivel de riesgo que fue ponderado como “extraordinario”. 
Indicó que la accionante envió el 4 de noviembre de 2016, por correo electrónico, el recurso de reposición y en subsidio el de apelación frente a la Resolución No.01200 del 30/09/2016, toda vez que consideró que la misma no se ajustaba a la realidad fáctica respecto a la causa por la cual falleció su esposo.  Al respecto, informó que tales recursos se encuentran a la espera de que se decida la solicitud de modificación impetrada por la señora González en contra del informe administrativo por muerte No.021 de 2016 porque cualquier pronunciamiento está sujeto a lo resuelto en el acto de trámite como es el informativo de prestaciones. Por lo tanto, una vez quede comunicado el auto que resuelve la solicitud de modificación, se procederá a desatar los recursos impetrados.
Precisó que la solicitud de modificación y los recursos impetrados por la actora están sometidos al derecho de turno, insistiendo que se debe resolver primero el de modificación, del cual depende el estudio de los recursos.
Afirmó que no le consta la situación económica por la cual atraviesa la accionante, quien no aportó prueba alguna que verifique sus dichos.

Por lo anterior, se opuso a la totalidad de las pretensiones formuladas por la accionante, toda vez que no se han vulnerado derechos fundamentales a la misma y resaltó que la acción de tutela en contra de los actos administrativo de trámite como lo es el informe administrativo prestacional por muerte No.0201 de 2016, el que está orientado a que se efectúe un acto administrativo definitivo como lo es el reconocimiento de prestaciones sociales, puede ser demandado ante la jurisdicción contencioso administrativo al reconocer o negar derechos.
De manera consecuente con lo expuesto, solicitó que se declare improcedente la presente acción de tutela  o que en su defecto, se disponga que  no se han vulnerado derechos fundamentales al estar en proyecto el acto administrativo definitivo, es decir, el que resuelve el reconocimiento pensional solicitado. (Fls. 135-139)

4. CONSIDERACIONES DE LA SALA

4.1. Esta Sala está habilitada para pronunciarse respecto de la acción constitucional interpuesta, de conformidad con lo preceptuado en el artículo 86 de la Constitución Nacional; 37 del Decreto 2591 de 1991 y 1º del Decreto 1382 de 2000.  

4.2. Problema Jurídico y solución al caso en concreto
Corresponde a este Tribunal determinar si las entidades accionadas han vulnerado los derechos fundamentales invocados por el apoderado de la  accionante, que amerite la concesión del amparo.
4.3. La Sala reitera que la Constitución Política Colombiana consagró la acción de tutela en su artículo 86 como un derecho que tiene toda persona para reclamar ante los jueces, en todo momento y lugar, mediante un procedimiento preferente y sumario, por si misma o por quien actúe a su nombre, la protección inmediata de sus derechos constitucionales fundamentales, cuando quiera que éstos resulten vulnerados o amenazados por la acción o la omisión de cualquier autoridad pública, o de particulares en su caso, protección que consistirá en una orden para que aquel respecto de quien se solicita la tutela, actúe o se abstenga de hacerlo, fallo que será de inmediato cumplimiento; pero esta acción solo es procedente cuando el afectado no disponga de otro medio de defensa judicial, salvo que ella se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable.

4.4.  Ahora bien, la Corte Constitucional tiene establecido que: (i) La subsidiariedad o residualidad, y (ii) la inmediatez, son exigencias generales de procedencia de la acción, condiciones indispensables para el conocimiento de fondo de las solicitudes de protección de derechos fundamentales
.  Así mismo, dichto Tribunal Constituconal ha indicado que para que sea procedente la demanda de amaparo, se deben dar al menos dos excepciones a la regla general
, es decir: (i) cuando la persona afectada no tiene un mecanismo distinto y eficaz a la acción de tutela para defender sus derechos porque no está legitimada para impugnar los actos administrativos que los vulneran
 o porque la cuestión debatida es eminentemente constitucional
, y (ii) cuando se trata de evitar la ocurrencia de un perjuicio irremediable
.  Así las cosas, sobreviene memorar la noción de perjuicio irremediable, puesto que como se ha visto, es presupuesto de procedibilidad para examinar, en sede constitucional, la violación o amenaza al debido proceso administrativo, que alega la parte actora.  A propósito, valga recordar que ninguna discusión amerita comprender que ese derecho alegado, tiene la estirpe iusfundamental pretendida; en realidad, la cuestión medular se centra en la viabilidad por virtud del daño irreparable que se logre invocar y probar. Sobre la irremediabilidad del perjuicio, la Corte Constitucional
 estima indispensable concurran las siguientes notas características: “(i) la inminencia del daño, es decir, que se trate de una amenaza que está por suceder prontamente, entendiendo por amenaza no la simple posibilidad de lesión, sino la probabilidad de sufrir un mal irreparable y grave de forma injustificada; (ii) la gravedad, esto es, que el daño o menoscabo material o moral en el haber jurídico de la persona sea de gran intensidad; (iii) la urgencia, que exige la adopción de medidas prontas o inmediatas para conjurar la amenaza; (iv) la impostergabilidad de la tutela, que implica acreditar la necesidad de recurrir al amparo como mecanismo expedito y necesario para la protección de los derechos fundamentales
 ”.  
4.6. SOLUCIÓN AL CASO CONCRETO
4.6.1. En el caso sub examine, la Sala advierte que la señora Taihana Andrea González acudió a la acción de tutela con el fin de que se ampararan sus derechos fundamentales de petición, debido proceso, mínimo vital y seguridad social, los que considera fueron vulnerados por la Dirección General y Subdirección General de la Policía Nacional, toda vez que a la fecha no ha sido resuelto tanto su pedimento de modificar la calificación del informe administrativo por muerte del señor Bedoya Muñetón No.201/2016, como los recursos legales interpuestos en contra de la Resolución No.01200 del 30 de septiembre de 2016.

4.6.2. De las pruebas allegadas con la demanda de tutela, la Sala advierte que el Director de Investigación Criminal e INTERPOL de la Policía Nacional expidió el 8 de julio de 2016 el informe administrativo No.201/2016 mediante el cual calificó la muerte del Subintendente León Darío Bedoya Muñetón como “MUERTE EN SIMPLE ACTIVIDAD”  en concordancia con lo dispuesto en el artículo 29 del Decreto 4433 de 2004 (Fls. 31 y 32) y como la señora González no estuvo de acuerdo con lo allí dispuesto, radicó el 8 de octubre de 2016 ante la Policía Metropolitana de Pereira, un escrito donde solicitó la modificación de dicha calificación y se indicara que su deceso fue causado “por acción del enemigo” (Fls. 27-30).   

4.6.3. Al respecto, es pertinente hacer alusión a la jurisprudencia constitucional que señala el derecho que tienen las personas a solicitar ante las autoridades peticiones respetuosas y de la obligación de éstas a proferir una pronta resolución a lo demandado, no sin antes indicar que el Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo, en su artículo 14 indica lo siguiente:  “Artículo  14. Términos para resolver las distintas modalidades de peticiones. Salvo norma legal especial y so pena de sanción disciplinaria, toda petición deberá resolverse dentro de los quince (15) días siguientes a su recepción.”
La Corte Constitucional ha delimitado unas subreglas que se deben tener en cuenta por los operadores jurídicos al momento de hacer efectivo el derecho fundamental de petición y en la Sentencia T-237 de 2016, reiteró lo que esa Corporación ya había señalado en la Sentencia T-377 de 2000 cuando analizó tal prerrogativa y estableció nueve características de la misma, las cuales se citan a continuación:
 


“a) El derecho de petición es fundamental y determinante para la efectividad de los mecanismos de la democracia participativa. Además, porque mediante él se garantizan otros derechos constitucionales, como los derechos a la información, a la participación política y a la libertad de expresión. b) El núcleo esencial del derecho de petición reside en la resolución pronta y oportuna de la cuestión, pues de nada serviría la posibilidad de dirigirse a la autoridad si ésta no resuelve o se reserva para sí el sentido de lo decidido. c) La respuesta debe cumplir con estos requisitos: 1. oportunidad 2. Debe resolverse de fondo, clara, precisa y de manera congruente con lo solicitado 3. Ser puesta en conocimiento del peticionario. Si no se cumple con estos requisitos se incurre en una vulneración del derecho constitucional fundamental de petición. d) Por lo anterior, la respuesta no implica aceptación de lo solicitado ni tampoco se concreta siempre en una respuesta escrita. e) Este derecho, por regla general, se aplica a entidades estatales, esto es, a quienes ejercen autoridad. Pero, la Constitución lo extendió a las organizaciones privadas cuando la ley así lo determine.  f) La Corte ha considerado que cuando el derecho de petición se formula ante particulares, es necesario separar tres situaciones: 1. Cuando el particular presta un servicio público o cuando realiza funciones de autoridad. El derecho de petición opera igual como si se dirigiera contra la administración. 2. Cuando el derecho de petición se constituye en un medio para obtener la efectividad de otro derecho fundamental, puede protegerse de manera inmediata. 3. Pero, si la tutela se dirige contra particulares que no actúan como autoridad, este será un derecho fundamental solamente cuando el Legislador lo reglamente. g). En relación con la oportunidad de la respuesta, esto es, con el término que tiene la administración para resolver las peticiones formuladas, por regla general, se acude al artículo 6º del Código Contencioso Administrativo que señala 15 días para resolver. De no ser posible, antes de que se cumpla con el término allí dispuesto y ante la imposibilidad de dar una respuesta en dicho lapso, la autoridad o el particular deberá explicar los motivos y señalar el término en el cual se realizará la contestación. Para este efecto, el criterio de razonabilidad del término será determinante, puesto que deberá tenerse en cuenta el grado de dificultad o la complejidad de la solicitud. Cabe anotar que la Corte Constitucional ha confirmado las decisiones de los jueces de instancia que ordena responder dentro del término de 15 días, en caso de no hacerlo, la respuesta será ordenada por el juez, dentro de las cuarenta y ocho (48) horas siguientes. h) La figura del silencio administrativo no libera a la administración de la obligación de resolver oportunamente la petición, pues su objeto es distinto. El silencio administrativo es la prueba incontrovertible de que se ha violado el derecho de petición. i) El derecho de petición también es aplicable en la vía gubernativa, por ser ésta una expresión más del derecho consagrado en el artículo 23 de la Carta” 
4.6.4. Ahora bien, de acuerdo con la respuesta emitida por la Policía Nacional a la presente demanda de tutela, la Sala evidencia que pese a las gestiones que dicha institución ha realizado tendientes a resolver las cuestiones planteadas por la señora González en su escrito de modificación de calificación de la muerte de su esposo, S.I. Bedoya Muñetón, en el expediente no obra prueba alguna que permita inferir que a la accionante o a su apoderado judicial se le hubiera informado sobre las actuaciones emprendidas y los resultados de las  mismas para absolver la petición del 8 de octubre de 2016, lo que significa que el silencio de la entidad es una omisión que constituye una vulneración del derecho de petición. Así las cosas, no bastaba con que la respuesta al requerimiento de la señora González se hubiera puesto en conocimiento de esta Sala, ya que para que se materialice el derecho de petición es necesario que la decisión que tome la administración, en uno u otro sentido, debe ser comunicada oportunamente al particular, por ser el único interesado en la respuesta buscada. De esta manera, ha dicho la jurisprudencia, la información que se da al juez de tutela no constituye respuesta efectiva a la petición del particular.
 La sentencia  T-388 del 19 de agosto de 1997, Magistrado ponente José Gregorio Hernández Galindo señaló sobre el particular lo siguiente:

“El Juez parece entender que la ya transcrita comunicación, dirigida a él y no al peticionario, es una respuesta satisfactoria que responde a las directrices jurisprudenciales invocadas en el fallo.

“La Corte debe manifestar que no es así y que, por el contrario, se encuentra acreditada la vulneración del derecho fundamental consagrado en el artículo 23 de la Carta Política.

“Lo que la entidad sindicada de violar el derecho de petición informe al juez de tutela para justificar la mora en la resolución o para suministrar datos sobre el trámite de una solicitud no constituye respuesta al peticionario. El sentido del derecho fundamental en cuestión radica en que sea la persona solicitante la que reciba contestación oportuna. Cuanto se haga luego ante el juez de tutela, puesto que precisamente tal acción tiene por fundamento la violación del derecho, es ya tardío e inútil, a no ser que se trate de probar documentalmente que ya hubo respuesta y que ella se produjo en tiempo, con lo cual se desvirtuaría el cargo formulado.

“Tener por contestación lo que se informa al juez, en especial si -como en este caso- se está reconociendo por el propio ente obligado que todavía no se ha respondido la solicitud, es contraevidente.

“No entiende la Corte cómo puede negarse la protección judicial del derecho cuando un día antes de resolver el Juez ha tenido a la vista la más clara prueba de la negligencia administrativa y de la vulneración de aquél.”

Por lo anterior, se tutelará el derecho fundamental de petición a la señora Taihana Andrea González, para lo cual se ordenará al Director General de la Policía Nacional o quien haga sus veces, que en un plazo máximo de cuarenta y ocho (48) horas, contado a partir de la notificación del presente fallo, comuniquen a la señora González el contenido del auto por medio del cual resolvió la petición de modificación del Informe Administrativo No.201/2016 por muerte del Subintendente León Darío Bedoya Muñetón 
4.6.5  En lo que respecta a la petición del apoderado de la accionante tendiente a que la Policía Nacional desate los recursos de reposición y apelación interpuestos por la señora González frente a la Resolución No.01200 del 30 de septiembre de 2016 “por la cual se reconoce pensión de sobrevivientes y compensación por muerte a beneficiario del señor SI (F) LEON DARIO BEDOYA MUÑETON”, este Tribunal considera tal como lo indicó la entidad accionada, que para poder tramitar tales recursos y proferir un nuevo acto administrativo en los términos como lo solicita la señora González, dicha Institución está supeditada a que se decida la modificación o no de la calificación de la muerte del señor Bedoya Muñetón, lo cual es acertado y lógico, si se tiene en cuenta que en caso de que se llegue a determinar que el deceso del señor Bedoya Muñetón se dio “como consecuencia de la acción del enemigo”, según lo establecido en el artículo 70 de la Ley 1091 de 1995, la pensión de sobrevivientes deberá reconocerse, liquidarse y pagarse de conformidad con la normas legales dispuestas para el asunto en concreto. Así las cosas, frente a esta pretensión la Sala se abstendrá de emitir orden alguna por considerar que no se ha vulnerado el derecho de petición o al debido proceso invocado por la parte actora, como tampoco puede predicarse la conculcación al derecho fundamental al mínimo vital de la señora González, toda vez que en la foliatura no obra prueba alguna que permita inferir la situación económica que atraviesa  la accionante, quien se limitó a enunciar que la misma era difícil sin allegar los elementos materiales que acreditaran sus dichos. 
DECISIÓN 

Con base en lo expuesto en precedencia, la Sala de Decisión Penal del Tribunal Superior de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por mandato de la Constitución y la ley,  

RESUELVE

PRIMERO: TUTELAR el derecho fundamental de petición a la señora Taihana Andrea González.

SEGUNDO: Consecuente con lo anterior, se ORDENA al Director General de la Policía Nacional o quien haga sus veces, que en un plazo máximo de cuarenta y ocho (48) horas, contado a partir de la notificación del presente fallo, comuniquen a la señora Taihana Andrea González el contenido del Auto por medio del cual resolvió la petición de modificación del Informe Administrativo No.201/2016 por muerte del Subintendente León Darío Bedoya Muñetón.
TERCERO: Desvincular del presente trámite al Ministerio de Defensa Nacional.

CUARTO: Notificar a las partes por el medio más expedito posible y remitir la actuación a la Honorable Corte Constitucional, para su eventual revisión.

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Magistrado

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

Magistrado

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Magistrado

WILSON FREDY LÓPEZ 

Secretario
� Corte Constitucional. Sentencia T-324 De 1993.


� Corte Constitucional. Sentencia T-600 De 2002. 


� Corte Constitucional. Ver, por ejemplo, la sentencia T-046 de 1995, reiterada en las sentencias T-722 de 2014 y T-572 de 2015, entre otras. La Corte analizó en esta decisión el caso de una empresa industrial y comercial del Estado, cuyos empleados son trabajadores oficiales, y a pesar de no estar obligada a hacerlo, realiza un concurso de méritos para proveer un cargo. El actor obtiene el primer lugar entre los participantes y es nombrado provisionalmente en el cargo, mediante contratos temporales. Posteriormente, se le informó que no había partida presupuestal para su nombramiento y, finalmente, en su lugar se nombró a otra persona que no había participado en el concurso. La Sala encontró que las acciones contencioso administrativas no eran idóneas para proteger los derechos del actor y procedió a tutelar sus derechos por considerar que la administración había desconocido el principio de buena fe, al iniciar un procedimiento de concurso y posteriormente, no haber proveído el cargo de conformidad con sus resultados.   


� Corte Constitucional. Sentencias T-100 de 1994, T-256 de 1995, T-325 de 1995, T-455 de 1996, T-459 de 1996, T-083 de 1997, SU-133 de 1998 y T-247 de 2015, entre otras.


� CORTE CONSTITUCIONAL. Sentencia T-225 de 1993, reiterada en la sentencias T-082 de 2016 y T-095 de 2016, entre otras: según esta sentencia el perjuicio irremediable se caracteriza i) por ser inminente, es decir, que se trate de una amenaza que está por suceder prontamente; ii) por ser grave, esto es, que el daño o menoscabo material o moral en el haber jurídico de la persona sea de gran intensidad; iii) porque las medidas que se requieren para conjurar el perjuicio irremediable sean urgentes; y iv) porque la acción de tutela sea impostergable a fin de garantizar que sea adecuada para restablecer el orden social justo en toda su integridad.


� CORTE CONSTITUCIONAL.  Sentencia T-145 de 2012 y T-082 de 2016, entre otras.


� Sentencias T-225 de 1993, T-436 de 2007, T-016 de 2008, T-1238 de 2008, T-273 de 2009,  � HYPERLINK "http://www.lexbase.biz/lexbase/jurisprudencia/tutelas/corte%20constitucional/2010/T0660de2010.htm" \o "Haga clic para abrir la Sentencia T-660 de 2010" �T-660 de 2010� y T-082 de 2016, entre otras.


� Cfr. sentencia T-167 del 30 de abril de 1997. M.P. Fabio Morón Díaz.
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